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1. Planteamiento de la cuestión. 
Las líneas que siguen tratan de responder 
-siempre con la mirada puesta en el vigente 
Concordato entre la Santa Sede y España-
a las siguientes preguntas: 
-¿Los cambios producidos -según el 
parecer de algunos- en el Magisterio de la 
Iglesia por lo que mira a sus relaciones con 
los Estados, aconsejan que sea sometido a un 
nuevo examen el estatuto jurídico de la Igle-
sia en España, especialmente en materia de 
predicación? 
-¿Sería suficiente la revisión de ese es-
tatuto, sin privar a la Iglesia Católica de un 
reconocimiento especial mediante las ade-
cuadas fórmulas concordatarias? 
-¿Sería preferible abandonar cualquier 
tipo de normas concordadas y amparar la 
libertad de predicación de la Iglesia Católica 
con el régimen general de la libertad religio-
sa? 
Un examen superficial de la cuestión po-
dría llevar, tal vez, a dar respuesta afirmati-
va a la última de las preguntas anteriores y a 
engrosar el cortejo de quienes siguen una 
corriente de opinión muy generalizada que 
piensa resolver, con fórmulas simplicísimas, 
el cúmulo de problemas intrincados que plan-
tea la relación de la Iglesia con los Estados. 
Por eso, estimo conveniente abordar una 
cuestión previa, para precisar la conexión 
que existe entre la libertad religiosa y la li-
bertad de la Iglesia, pues el esclarecimiento 
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de este tema puede iluminar todo el campo 
en que efectivamente se encuentra situado el 
problema que me propongo considerar. 
2. La libertad religiosa y la libertad de la 
Iglesia. 
La Declaración «Dignitatis humanae» del 
Vaticano 11 dedica su n. 13 a exponer la re-
lación que existe entre la libertad de la Igle-
sia y la libertad religiosa. Se trata de un ex-
tenso pasaje, en el que se encuentran dos 
afirmaciones, que suelen ser subrayadas por 
los comentaristas, con olvido de otras, que 
luego indicaré: 
a) «La libertad de la Iglesia es princi-
pio fundamental en las relaciones entre la 
Iglesia y los poderes públicos y todo el orden 
civil». 
b) «Hay, pues, concordancia entre la li-
bertad de la Iglesia y la libertad religiosa que 
debe reconocerse como un derecho a todos 
los hombres y comunidades y sancionarse en 
el ordenamiento jurídico». 
Con frecuencia se ponderan conjunta-
mente estas dos afirmaciones para concluir 
que -a partir del reciente Concilio- la li-
bertas Ecclesiae se presenta como una espe-
cificación y una puntual aplicación del prin-
cipio general de la libertad religiosa; de mo-
do que la defensa de las libertades eclesiásti-
cas ya no suena como reivindicación de pri-
vilegios, sino como exigencia de aplicación 
integral y común de un régimen general de 
libertad religiosa en la sociedad civil l. Un 
paso más representa la afirmación de que 
-como corolario del Magisterio del Vatica-
1. Tal es, por ejemplo, el parecer de CONDORELLI, 
Concordati e liberta della Chiesa, en «11 diritto ec-
clesiastico», 1968, parte J, págs. 273 y 274. 
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no 11 que, según se afirma, rechaza el reco-
nocimiento de cualquier privilegio en favor 
de la Iglesia- es posible y deseable llegar, no 
sólo a un Derecho estatal común para todas 
las confesiones, sino a la recepción del fenó-
meno religioso en el Derecho común 2. 
Como fácilmente se advierte, los anterio-
res criterios responden a una actitud mini-
malista en la consideración de la libertad de 
la Iglesia, que no refleja el verdadero sentido 
de la Declaración conciliar. Se trata, a mi en-
tender, de un planteamiento equivocado, por 
considerar, indebidamente, que la libertad 
de la Iglesia es tan sólo una especie dentro 
del género constituído por la libertad reli-
giosa, que se estima como noción más am-
plia, en la que aquélla puede englobarse. 
El error procede de pasar por alto, como 
si carecieran de significación, otras impor-
tantes afirmaciones del número 13 de la «Dig-
nitatis humanae», de las que se deduce con 
claridad que, si bien existe concordancia en-
tre la libertad religiosa y la libertad de la 
Iglesia, no es menos cierto que ésta es una 
libertad sui generis que no se equipara ni 
puede ser subsumida simplemente en la no-
ción de libertad religiosa y, por lo tanto, en 
su régimen civil tutelador. 
En efecto, el número 13 de la Declaración 
deja bien sentados los extremos siguientes: 
a) Es de la máxima importancia que la 
Iglesia disfrute de tanta libertad de acción 
cuanta requiere el procurar la salvación de 
los hombres. 
b) Esta es la libertad de la Iglesia, que 
se califica de «libertad sagrada, con la que el 
2. Es la opinión de SPlNELLI, La Chiesa e la li-
berta religiosa, en «11 diritto ecclesiastico», 1970, 
parte J, pág. 88. 
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Unigénito Hijo de Dios enriqueció a la Igle-
sia, adquirida con su sangre». Y ésta es la li-
bertad (yen modo alguno la libertad religio-
sa general) que el Concilio estima -de acuer-
do con la tradición multisecular- como 
«principio fundamental en las relaciones en-
tre la Iglesia y los poderes públicos y todo 
el orden civil» 3. 
c) La Iglesia reivindica libertad para sí 
-en la sociedad humana y ante cualquier 
poder público- por dos títulos: uno, común 
a las demás comunidades religiosas, «en 
cuanto es una sociedad de hombres que tie-
nen derecho a vivir en la sociedad civil se-
gún las normas de la fe cristiana»; y otro, de 
índole sobrenatural, que a Ella pertenece en 
exclusiva, es decir, «en cuanto es una autori-
dad espiritual, constituída por Cristo Señor, 
a la que por mandato divino corresponde el 
deber de ir a todo el mundo y predicar el 
Evangelio a toda criatura». 
d) "Cuando está vigente el principio de 
libertad religiosa -no solamente proclama-
do con palabras ni solamente sancionado con 
leyes, sino también llevado a la práctica con 
sinceridad-, entonces, en definitiva, la Igle-
sia logra, de Derecho y de hecho, una condi-
ción estable para la necesaria independencia 
en el cumplimiento de su misión divina». 
Esta última consideración es la que per-
mite hacer tránsito al aserto final: «Hay 
pues, concordancia entre la libertad de la 
Iglesia y la libertad religiosa». Pero téngase 
3 . Vid. las agudas consideraciones de LAJOW, 
«Libertas Ecclesiae»,' principio fondamentale nelle 
relazioni tra Chiesa e 8tato, en «La Scuola Catto-
lica», 98, 1970, 3-31 Y 113-134. 
En sentido contrario, es decir, en defensa del 
principio de la libertad religiosa como noción cen-
tral, KONIGSMANN, «Volkommene Gesellschaft» oder 
«Religionsfreiheit» als Zentralbegriff einer Lehre 
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en cuenta que concordancia no es identidad, 
sino sencillamente armonía, es decir, plena 
compatibilidad, que exige el simultáneo res-
peto de las exigencias de una y otra libertad. 
Podrá ocurrir que, en un país determina-
do, la Iglesia sólo disfrute del estatuto gene-
ral de la libertad religiosa. Si ese estatuto es 
llevado a la práctica con sinceridad, la Iglesia 
lo aceptará de buen grado, pero bien enten-
dido, como comenta MALDONAOO, que «esta 
aceptación del régimen general viene a ser 
como la admisión de una situación suficien-
te, pero mínima» 4. 
Podrá ocurrir, también, que en otros paí-
ses la Iglesia vea reconocida su libertad con 
mayor amplitud. Estaremos, entonces, en la 
hipótesis del número 6 de la «Dignitatis hu-
manae», de un «especial reconocimiento», 
que puede darse en favor de cualquier comu-
nidad religiosa y que en todo caso será lícito, 
siempre «que al mismo tiempo se reconozca 
y respete a todos los ciudadanos y comuni-
dades religiosas el derecho a la libertad en 
materia religiosa». En estos supuestos, la li-
bertad de la Iglesia permanecerá en concor-
dia y armonía con la libertad religiosa gene-
ral -en cuanto ésta queda respetada-, pero 
en modo alguno coincidirá con ella. 
Cabe pensar, como hipótesis ideal, que 
sea tan generosa la tutela jurídica que el Es-
tado otorgue a todas las comunidades reli-
giosas, que, mediante este régimen común de 
libertad religiosa, la libertad de l~ Iglesia 
über das Verhiiltnis von Kirche und 8taat,en «Os-
terreichisches Archiv für Kirchenrecht», 1968, pág. 
232 Y s. 
4. MALDONADO, Las nuevas orientaciones sobre 
los conflictos de la competencia can6nico-civil, en 
«Homenaje al Profesor Giménez Fernández», .1, Se-
villa, 1967, págs. 83 y 84. 
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alcance el grado máximo posible en las cir-
cunstancias del mundo actual. ¿Estaríamos, 
entonces, ante un supuesto verdaderamente 
aceptable? Parece que sí, porque por hipóte-
sis se trata de una actitud sumamente gene-
rosa del Estado, que ha llevado a su culmi-
nación el régimen de la libertad religiosa. Sin 
embargo, un examen más profundo de la 
cuestión exige revisar la respuesta y mode-
rar cualquier ingenuo entusiasmo, que pro-
cede de echar en olvido algo que ha enseña-
do la Iglesia acerca de los límites que pue-
den establecerse en el régimen de la libertad 
religiosa: «como la sociedad civil tiene dere-
cho a protegerse contra los abusos que pue-
dan darse so pretexto de libertad religiosa, 
corresponde principalmente al poder civil el 
prestar esta protección», mediante normas 
jurídicas por él dictadas en defensa de cuan-
to «constituye una parte fundamental del 
bien común y está comprendido en la noción 
de orden público» s. 
Si, pues, corresponde unilateralmente al 
Estado proteger a la sociedad de lo que él 
estime atentatorio al orden público, es cosa 
clara que la libertad de la Iglesia no queda 
reconocida y tutelada suficientemente con un 
régimen común de libertad religiosa, aunque 
éste sea generoso en grado sumo. En caso de 
conflicto, el Estado dirá su úítima palabra, 
aplicará en su fuero las normas protectoras 
del orden público y, muy probablemente, se 
permitirá incluso declarar que, con ello, no 
hace sino seguir las enseñanzas de la Iglesia. 
5. Cfr. Dignitatis humanae, n. 7. Esta Declara-
ción al referirse a los derechos de las comunidades 
religiosas -como contenido positivo del régimen ci-
vil de libertad religiosa- dice explicitamente: «con 
tal que no se violen las justas exigencias del orden 
público» (n. 4). 
6. Cfr. DE COCCI, II concetto giuridico di Ziberta, 
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3. Libertad de la Iglesia y libertad de pre-
dicación. 
Sabido es que, en torno a la naturaleza 
del derecho de libertad, existen desde hace 
tiempo diversas opiniones, que pueden agru-
parse en dos grandes tendencias: la monista, 
que habla de un derecho unitario de liber-
tad con múltiples manifestaciones, califica-
das como simples modos de ejercitarse aquel 
único derecho; y la tendencia pluralista, que 
ve en esas manifestaciones otros tantos dere-
chos autónomos de libertad 6. 
A propósito en particular de la libertad 
religiosa, suele distinguirse también entre el 
derecho de libertad religiosa en su conside-
ración unitaria y su contenido, compuesto, 
según los monistas, de varias facultades, que, 
a juicio de los pluralistas, constituyen algo 
más, pues deben considerarse como otros 
tantos derechos subjetivos 7. 
Algo semejante ocurre al considerar la 
libertas Ecclesiae en sus manifestaciones ju-
rídicas por lo que algún autor, partidario de 
la tesis pluralista, ha podido afirmar que el 
estudio de la libertas Ecclesiae como princi-
pio jurídico exige el examen particularizado 
de las diversas libertates Ecclesiae, corres-
pondientes a los varios aspectos que aquélla 
presenta en sus relaciones con los Estados 8. 
Semejante punto de vista me parece útil 
en relación con el tema que examinamos, 
pues permite apreciar adecuadamente el cri-
terio de la Iglesia acerca de la libertad que 
en «Studi di diritto costituzionale in memoria di Lui-
gi Rossi», Milano, 1952, págs. 686 y s. 
7. Vid. FEDELE, La liberta religiosa, Milano, 
1963, págs. 9 y s. 
8. GoRINO-CAUSA, Aspetti giuridici deZZa Ziberta 
deZZa Chiesa, Torino, 1957, págs. 21 y s. 
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Ella reclama para cumplir su ministerio de 
predicación. En tal sentido, cabe hablar de 
un contraste entre dos derechos de libertad: 
la libertad de predicación de las comunida-
des religiosas, según el régimen general de li-
bertad religiosa; y el derecho de predicación 
como uno de los iura libertatis Ecclesiae. 
Al concretar el contenido del régimen ge-
neral de la libertad religiosa, la Declaración 
«Dignitatis humanae» señala que las comu-
nidades religiosas tienen «el derecho a no ser 
impedidas en la enseñanza y en la profesión 
pública, de palabra y por escrito, de su fe» 9. 
Conviene recordar que este derecho -como 
todos los que integran el contenido del dere-
cho de libertad religiosa- encuentra siempre 
el límite que a su ejercicio pueden imponer 
las normas de orden público dictadas por los 
Estados. 
Por lo que se refiere en particular a la 
Iglesia Católica, son de tener en cuenta, den-
tro de la Declaración «Dignitatis humanae», 
los pasajes siguientes: 
a) «Creemos que esta única Religión 
verdadera subsiste en la Iglesia católica y 
apostólica, a la cual el Señor Jesús confió la 
obligación de difundirla a todos los hombres, 
diciendo a los Apóstoles: Id, pues, y enseñad 
a todas las gentes, bautizándolas en el nom-
bre del Padre y del Hijo y del Espíritu San-
to, enseñándoles a observar todo cuanto yo 
os he mandado (Mt 28, 19-20)>> 10. 
9. Ibid., n. 4, apartado 4. 
10. Ibid., n. 1, apartado 2. 
11. Ibid., n. 1~3, apartado 2. 
12. Ibid., n. 14, apartado 1. 
13. Espontáneamente viene a la memoria la diá-
fana declaración del Oodex Iuris Oanonici: «La Igle-
sia, con absoluta independencia de cualquier potes-
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b) Reiterando la misma idea, dice en 
otro pasaje, antes transcrito: «la Iglesia rei-
vindica para sí la libertad como autoridad 
espiritual, constituída por Cristo Señor, a la 
que por divino mandato incumbe el deber de 
ir a todo el mundo y de predicar el Evange-
lio a toda criatura» 11. 
c) y todavía insiste de nuevo: «La Igle-
sia católica, para cumplir el mandato divino, 
Enseñad a todas las gentes (Mt 28, 19), debe 
trabajar denodadamente a fin de que la pala-
bra de Dios sea difundida y glorificada (2 
Thess 3, 1)>> 12. 
¿Esta reiteraciÓn en recordar la misión 
divina de la Iglesia no está diciendo, acaso, 
que, en lo que mira a la predicación, Ella ne-
cesita una libertad sui generis, que debe ser-
Ie reconocida sin limitaciones impuestas uni-
lateralmente por los Estados? 13. 
4. Libertad de la Iglesia y Derecho concor-
datario. 
Para evitar esas limitaciones impuestas 
unilateralmente por los Estados, es necesa-
rio segt+ir un camino que haga posible -sin 
oposición por parte de éstos- colocar a la 
Iglesia fuera del marco· del Derecho secular, 
de modo que su libertad quede garantizada 
por un Derecho externo, extraestatal, pero re-
conocido también por las autoridades civi-
les. Esta camino implica el rechazo de la te-
sis liberal con su lema «una Iglesia libre en 
el Estado libre», por cuanto la libertas Ec-
tad civil, tiene el derecho y deber de enseñar a to-
das las gentes la doctrina evangélica» (Canon 1322, 
§ 2). 
Con referencia a la Iglesia Católica, la Constitu-
ción «Gaudium et 8pes» (n.o 76, ap. 5) del reciente 
Concilio utiliza también una expresión muy signifi-
cativa: «Semper autem et ubique ei fas sit cum vera 
libertate fidem praedicare». 
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clesiae quedaría encerrada en las fronteras 
del Estado 14; pero implica también la supe-
ración de la doctrina de la potestas indirecta 
Ecclesiae in temporalibus -o, al menos, la 
renuncia a su invocación por parte de la Igle-
sia 15_, pues en otro caso el equilibrio entre 
Ella y el Estado se perdería igualmente, para 
dar paso a una situación conflictiva perma-
nente 16. 
Se trata del camino de los Concordatos; 
camino que -a pesar de las críticas recien-
tes- aparece, a mi modo de ver, no ya como 
el mejor, sino como el único capaz de ofrecer 
hoy solución a un problema que, de otra ma-
nera, sería insoluble 17. 
El Concordato -como tantas otras insti-
tuciones jurídicas- ha cumplido, a través 
de los siglos, funciones diversas, acomodadas 
a las respectivas etapas históricas, por lo 
que, para evitar equívocos, es conveniente 
recordar algunos puntos de importancia. 
Los Concordatos medievales, por demás 
diferentes entre sí en su formal redacción y 
en el contenido de sus cláusulas, tenían co-
mo nota común el ser instrumentos al servi-
14. Vid. DRIMMEL, Freie Kirche im freien Staat, 
en «,speculum luris et Ecclesiarum» (<<Festschrift 
für W. M. PlOchl»), Wien, 1967, págs. 55 y s. 
15. Cfr. WAGNON, Concordats et droit internatio-
nal, Gembloux, 1936," págs. 18 y 19. 
16. Cfr. GIANNINI,I concordati nella política del-
la S. Sede en «Doctor communis», 1956, págs. 136 y s. 
17. Se trata, en definitiva, de buscar las nor-
mas tuteladoras de la libertaa Ecclesiae no en el pa-
norama constitucional ofrecido por el Derecho pú-
blico interno de los Estados -junto a otros derechos 
de libertad-, sino en la perspectiva abierta por los 
principios reguladores de la relación entre ordena-
mientos jurídicos soberanos. «La libertad de la Igle-
sia --comenta FINNOCCHIARo-, considerada no des-
de el punto de vista del derecho -interno, sino del 
propio del derecho externo, anclada en la norma 
base del derecho internacional convencional: pacta 
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cio de la ecclesiastica libertas, que constituía 
un concepto jurídico profusamente utilizado 
en los documentos de la época 18, que se con-
cretaba en un amplísimo sistema de liberta-
tes Ecclesiae, es decir, en una serie de iura 
libertatis Ecclesiae: libertad en la provisión 
de dignidades y oficios eclesiásticos; en la 
comunicación entre el centro y la periferia; 
para la seguridad in eundo et redeundo; pa-
ra convocar reuniones y deliberar en ellas; 
reconocimiento de la inmunidad eclesiástica 
en favor de clérigos, religiosos e, incluso, va-
sallos y colonos de la Iglesia; libertades en 
el campo de los derechos patrimoniales; en 
materia de jurisdicción eclesiástica, etc. 19. 
Este complejo de libertades constituía en su 
conjunto la libertad eclesiástica; de modo 
que, en definitiva, se puede establecer una 
perfecta ecuación entre ecclesiastica libertas 
y libertates Ecclesiae 20. 
En la época del absolutismo, la Iglesia ve 
cercenada su libertad, por las graves limita-
ciones derivadas de los iura maiestatica circa 
sacra -las regalías en materia eclesiástica-
que se atribuye el Príncipe católico, en su ca-
lidad de defensor de la Iglesia, custodio de la 
sunt servaOOa, aparecía indudablemente provista de 
una garantía a la que, de otro modo, no hubiera po-
dido aspirar» (Antiche e recenti prospettive di stu-
dio del diritto ecclesiastico, en «11 diritto ecclesias-
tico», 1960, 1, págs. 247 y 248). 
18. Vid. TELLENBACH, Libertaa. Kirche 1.1.00 
Weltordnung im Zeitalter des Inveatiturstreites, 
Stuttgart, 1936, págs. 196 y s. 
19. MOCHI, Eccle8Íaatica Zibertaa e concordati 
medioevali, en «Chiesa e Stato» , 1, Milano, 1939, 
págs. 101 y s. Sobre el especial significado de los 
Concordatos suscritos en las postrimerías de la Edad 
Media, a partir del de Constanza (1418), vid. BER,. 
TRAMS, Der neuzeitliche Staatsgedanke 1.1.00 die 
Konkordate des ausgeheOOen Mittelalters, 2.a ed., 
Romae, 1950, págs. 115 Y s. 
20. Cfr. GoRINO-CAUSA, o. c.! pág. 29. 
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fe, guardián de los sagrados cánones y pro-
tector del bienestar material y espiritual del 
pueblo. Particularmente . durante el siglo 
XVIII, a los esfuerzos sin fin de las Cortes ca-
tólicas para restringir los derechos de la Se-
de Apostólica, los Pontífices Romanos tra-
tan, al menos, de oponer un dique mediante 
la conclusión de numerosos Concordatos 21, 
sin lograr por ello -cosa que tampoco pre-
tenden- que se restablezca la antigua ecua-
ción entre ecclesiastica libertas y libertates 
Ecclesiae, pues la libertad de la Iglesia que-
da, en el sistema regalista, vigilada y con-
trolada por el Estado, so pretexto de tutela 
y amparo. 
El siglo XIX representa, en el Derecho 
concordatario, el inicio de una línea supera-
dora del regalismo con cláusulas que expre-
san el reconocimiento por los Estados de la 
libertas Ecclesiae, en su consideración unita-
ria o en sus manifestaciones concretas. Así, 
el Concordato con Baviera de 1817 declara 
en su arto 1: «Religio Catholica Apostolica 
Romana in toto Bavierae Regno terrisque ei 
subjectis sarta tecta sonservabitur cum iis 
iuribus et praerrogativis, quibus frui debe ex 
Dei ordinatione et Canonicis sanctionibus,} 22; 
fórmula que se repite, abreviada, en el Con-
cordato con Toscana de 1851 23 y, literalmen-
te, en el austríaco de 1855 24• En igual sentido 
-por citar otros ejemplos- el Concordato 
con Haití de 1870, arto 1: «La Religion Catho-
lique, Apostolique et Romaine, qui est la Re-
21. BETTANINI, 1 Concordati dell'etd dell'assolu-
tismo, en la obra citada «Chiesa e Stato», l , pág. 
216. Vid. algunos de estos acuerdos en CARON, L'ap-
pello per abuso, Milano, 1954, págs. 209 y S . 
22. Cfr. MERCATI, Raccolta di Concordati, I, Ti-
pografia Poliglota Vaticana, 1954, pág. 591. 
23. «L'autorita ecclesiástica · e pienamente li-
bera nelle incombenze del sacro suo Ministero» (Cfr. 
MERCATI, O. c., I, pág. 767). 
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ligio n de la gran majorité des Haitiens sera 
spécialment protegée, ainsi que ses minis-
tres, dans la République d' H aíti, et jouira des 
droits et attributs qui lui sont propres» 25; 
y la Convención con Montenegro de 1886, arto 
1: «La Religione Cattolica Apostolica Roma-
na avra il suo libero e pubblico esercizio nel 
Montenegro» 26. 
Progresivamente, y como consecuencia de 
haberse superado también el liberalismo lai-
cista, se reconocen a la Iglesia, en el siglo XIX 
y en el actual, numerosos derechos particu-
lares, que constituyen el contenido y la ga-
rantía de la libertas Ecclesiae en su formu-
lación moderna: el derecho al libre y públi-
co ejercicio del culto; la libertad en el ejer-
cicio del poder espiritual y de la jurisdicción 
eclesiástica; el derecho de ejercitar la fun-
ción magisterial, incluso con la fundación de 
escuelas confesionales; la libertad de comu-
nicación entre la autoridad eclesiástica y los 
fieles TI , etc. 
En la historia reciente del Derecho con-
cordatario, debe reconocerse singular valor a 
la alocución consistorial «In hoc quidem», 
pronunciada por Benedicto XV en 21 de no-
viembre de 1921, porque a partir de ella pue-
de afirmarse con fundamento que los Con-
cordatos de nuestra época se caracterizan 
por estas tres notas: a) ser utilizados por la 
Iglesia como un medio muy apto para ga-
rantizar de modo estable sus derechos de li-
bertad 28; b) ser utilizados por la Iglesia y el 
24. MERCATI, O. c., l, pág. 821. 
25. MERCATI, O. c., l, pág. 930. 
26. MERCATI, O. c., I, pág. 1.048. 
27. Vid. numerosos ejemplos en CONDORELLI, loe. 
eit., págs. 240 y 241; Y ZEPP, Die Religionsfreiheit in den Konkordaten, en la obra citada «Speculum iuris 
et ecclesiarum», págs. 418 y S. 
28. Benedicto XV declara que la Santa Sede es-
tá dispuesta a celebrar nuevos Concordatos con los 
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Estado como un medio adecuado para deli-
mitar sus respectivas competencias 29; c) ser 
estimados como verdaderos acuerdos esta-
blecidos por ambas partes en pie de igual-
dad 30. 
5. La libertad de predicación en el Concor-
dato español. . 
Que en el Concordato de 1953 queda reco-
nocida la libertad de predicación de la Igle-
sia Católica, es cosa por demás obvia. Lo está 
de modo implícito en cuanto se reconoce con 
fórmulas amplísimas la libertas Ecclesiae, en 
los arts. I y 11. Lo está de modo expreso, en 
cuanto se garantiza el magisterio de la Igle-
sia en otros varios artículos que consagran 
un régimen que supone para Ella una posi-
tiva protección jurídica y una ayuda eficaz 
en el ejercicio de su función docente 31. 
Al ponderar hoy este régimen concorda-
Gobiernos, siempre que en ellos nada hubiere «ab 
E oolesiae alienum dignitate aut liberlate» (Cfr. AAS, 
1921, pág. 522) . 
Pío XII dirá que en los Concordatos «la Iglesia 
busca la seguridad jurídica y la independencia que 
necesita para su misión» (Alocución de 7 de septiem-
bre de 1955 a los participantes en el X Congreso in-
ternacional de .Ciencias históricas, en AAS, 1955, 
pág. 679). 
29. C<:>n una implícita alusión a los Concordatos, 
Paulo VI dirá que la Iglesia sólo desea, frente a la 
sociedad civil, que «efectivamente le sea asegurado 
el libre ejercicio de su misión espiritual y moral, 
mediante justas, leales y estables delimitaciones de 
las respectivas competencias» (Discurso a los parti-
cipantes en el Congreso Internacional de Canonistas, 
en 20.1.1970: AAS, 1970, pág. 110). 
.30. De ellos nace un verdadero vínculo contrac-
tual, con la consiguiente obligatio ex iustitia de cum-
plir lo acordado, porque los concordatos no se cons-
tituyen y conservan en el ordenamiento de uno de 
los contratantes (el canónico, según la teoría curia-
lista; o el del Estado, según la teoría legal), sino en 
un ordenamiento jurídico externo y superior al res-
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tario tan favorable para la Iglesia Católica, 
es oportuno repetir la primera de las pregun-
tas formuladas al comenzar estas considera-
ciones, es decir, si los cambios producidos 
-según el parecer de algunos- en el Magis-
terio de la Iglesia por lo que mira a sus re-
laciones con los Estados, aconsejan que sea 
sometido a un nuevo examen el estatuto ju-
rídico de la Iglesia en España, especialmente 
en materia de predicación. 
La cuestión parece reclamar una respues-
ta afirmativa, en el sentido de que las exigen-
cias de la libertad religiosa no se compade-
cen con la ayuda prestada por el Estado a la 
Iglesia Católica para facilitarle el ejercicio 
de su función magisterial. Sin embargo, una 
consideración más detenida del tema condu-
ce a otras conclusiones, tras distinguir dos 
deberes que pesan sobre el Estado en rela-
ción éon la vida religiosa de los ciudadanos: 
pectivo de una y otra parte. Así expresa, con preci-
sión, la doctrina dominante d'AVACK, Trattato di di-
ritto eoolesiastioo italiano, 1, Milano, 1969, pág. 189. 
31. As[ lo hace notar GIMÉNEZ y MARTíNEZ DE 
CARVAJAL, tras ofrecer el siguiente elenco de nor-
mas concordatarias: «el artículo XXVI, sobre la or-
todoxia de la doctrina que se imparta en todos los 
centros de enseñanza, y la forma de garantizarla; 
el artículo XXVII, estableciendo la religión como 
asignatura ordinaria y obligatoria en todos los cen-
tros docentes; el artículo xxvm, facilitando y favo-
reciendo el contacto e intercambio entre la teologia 
y las ciencias profanas; el artículo XXIX, sobre la 
utilización, en orden a la formación religiosa, de las 
instituciones y servicios de la opinión pública y me-
dios de comunicación social; el artículo XXX, acerca 
de las Universidades eclesiásticas, Seminarios e Ins-
tituciones para la formación de clérigos y religiosos; 
el artículo XXXI, reconociendo a la Iglesia el dere-
cho a organizar y dirigir escuelas públicas de cual-
quier orden y grado, así como de fundar Colegios 
Mayores o Residencias Universitarias» (Temátioa 
general de la revisión del Concordato español, en la 
obra colectiva «La institución concordataria en la 
actualidad», Salamanca, 1971, págs. 503 Y 504). 
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a) El deber de tutelar la libertad religio-
sa a todos los ciudadanos y comunidades re-
ligiosas. 
e) El deber de promover la vida religio-
sa de los ciudadanos, creando en la socie-
dad las condiciones que la favorezcan. 
Ambos deberes han de cumplirse según 
criterios diferentes. El primero, conforme al 
principio de igualdad, para evitar cualquier 
discriminación, que entrañaría lesión de la 
justicia, por atentar al respeto que merecen 
los derechos de la personalidad, entre los 
que se cuenta el derecho de «inmunidad de 
coacción» por motivos religiosos. El segundo 
deber ha de cumplirse conforme al principio 
de solidaridad con el efectivo sentir de los 
ciudadanos, que pide fomentar la religión bao 
jo aquella forma concreta exigida por las 
circunstancias peculiares de cada comuni· 
dad 32. 
La idea puede expresarse con otras pa· 
labras: el actual régimen concordatario fa-
vorable a la Iglesia Católica, en cuanto son 
múltiples y expeditos los caminos que tiene 
en España para ejercitar su ministerio de 
predicación y de enseñanza, no tiene que ser 
revisado por el simple hecho de ser favora-
ble a la Iglesia. La objetividad obliga a re-
conocer, como se ha hecho notar reciente· 
mente, que «de facto, la Iglesia -la española 
y la universal- no renuncia a reclamar leyes 
y actuaciones del Estado que exceden el prin· 
cipio de libertad y sólo se justifican por el 
principio de confesionalidad» 33. 
¿ Quiere esto decir que nada hay que too 
32. Es a mi juicio significativo que la Declara.-
ción «Dignitatis humanae» incluya en un mismo nú-
mero -el 6- y en apartados sucesivos el deber del 
poder civil de crear condiciones favorables para el 
fomento de la vida religiosa y el supuesto de la con-
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car en el Concordato español que haga refe· 
rencia a la libertad de predicación de la Igle. 
sia Católica? 
Evidentemente que algo hay que revisar, 
pues existe, en relación con este punto, un 
problema de gran relieve. Pero conviene, ano 
te todo, situar el problema en su sede ver· 
dadera. 
La cuestión no estriba en que el Estado 
deba revisar el régimen concordatario para 
aproximar -con un criterio de mayor equi· 
dad- el trato que dispensa a la Iglesia Ca· 
tólica al trato que otorga a las demás confe· 
siones o comunidades religiosas. De hecho el 
problema no se plantea en las relaciones del 
Estado con todas las comunidades y, entre 
ellas, con la Iglesia Católica, sino exclusiva· 
mente en sus relaciones con ésta. 
¿Acaso pide hoy la Iglesia que se revise 
el Concordato español para superar, por es· 
timarlo anacrónico, un régimen favorable en 
materia de predicación y de enseñanza? Los 
hechos obligan a responder a esta pregunta 
negativamente. 
En efecto, es de citar la normativa esta· 
blecida por el Estado español en la Ley Ge-
neral de Educación de 4 de agosto de 1970, 
art.6: 
«1. El Estado reconoce y garantiza los 
derechos de la Iglesia Católica en materia de 
educación, conforme a lo concordado entre 
ambas potestades». 
«2. Se garantiza, asimismo, la enseñan· 
za religiosa y la acción espiritual y moral de 
fesionalidad del Estado; y que al ocuparse de am-
bas cuestiones aluda al otro deber de asumir eficaz-
mente la protección de la libertad religiosa. 
33. GUERRA CAMPOS, Oonfesionalidad religiosa 
del Estado, Burgos, 1973, pág. 22. 
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la Iglesia Católica en los Centros de enseñan-
za, tanto estatales como no estatales, con 
arreglo a lo establecido en el artículo 6.° del 
Fuero de los Españoles». 
«3. En todo caso se estará a lo dispuesto 
en la Ley reguladora del ejercicio del dere-
cho civil a la libertad en materia religiosa». 
y el artículo 136 de la Ley dispone en su 
n.O 4: «La ordenación y supervisión de la edu-
cación religiosa, previstas en el artículo 6.°, 
así como la selección del profesorado para la 
miSma, competen a la Iglesia y serán regu-
ladas por el Gobierno, a propuesta del Minis-
terio de Educación y Ciencia, previo acuerdo 
con la jerarquía eclesiástica». Según infor-
maciones dignas de crédito, este «acuerdo» 
viene siendo preparado mediante conversa-
ciones entre la Comisión Episcopal de Ense-
ñanza y de Educación Religiosa y una Comi-
sión Mixta de Representantes del Estado y de 
la Iglesia, de carácter interministerial (Mi-
nisterios de Educación y de Justicia). 
6. Libertad de predicación y privilegio del 
fuero. 
¿Dónde estriba, pues, la dificultad o el 
problema que debe acometerse en una próxi-
ma revisión del Concordato español? 
El problema reside en el riesgo, compro-
bado en multitud de hechos recientes, de que 
so pretexto de predicación se cometan graves 
abusos, sin posibilidad de que la sociedad ci-
vil se proteja contra ellos, por quedar parali-
zada la acción de las autoridades por el régi-
men concordatario acerca del privilegio del 
fuero eclesiástico, tal como en la práctica se 
ha aplicado en los últimos años. 
34. El privilegio del fuero eclesiástico en la re-
forma del Ooncordato espa"ñol; en la obra citada «La 
institución concordataria en la actualidad», pág. 555. 
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Al exponer las razones que abonan la su-
presión del privilegio del fuero en el nuevo y 
próximo Concordato español, señalaba re-
cientemente CABREROS DE ANTA: «nunca ha si-
do tan frecuente y general la implicación de 
los clérigos, sea con razón o sin ella, en los 
asuntos temporales. Si, después de esto, los 
clérigos y religiosos no pueden ser juzgados 
por los Tribunales del Estado según las le-
yes de éste, en materia temporal, lo mismo 
que los demás ciudadanos, la soberanía y la 
seguridad del Estado quedan mediatizadas 
en materia fundamental, y los ciudadanos se 
escandalizan por la discriminación en lo más 
sagrado, que es la administración de la jus-
ticia, y porque la Iglesia defiende y reclama 
en provecho propio tal discriminación. De 
esta manera la Iglesia atrae sobre sí la mal-
querencia de muchos, aun entre los mismos 
católicos» 34. 
Un clamor unánime, entre quienes han 
estudiado desapasionadamente el tema, re-
clama la abolición total del privilegio del fue-
ro eclesiástico, porque un cambio de circuns-
tancias lo ha convertido en odioso. Este pri-
vilegio no significó nunca que el clérigo no 
debiera ser juzgado, sino que lo debía hacer 
un tribunal eclesiástico. Por eso hoy produ-
ce en muchos admiración y escándalo que lo 
que en otros tiempos fue inmunidad justifi-
cada se haya trocado en clamorosa e irritan-
te impunidad. 
Baste recordar, por ejemplo, la severa 
amonestación del Rey Alfonso XI, al confir-
mar, en las Cortes de Valladolid de 1325, los 
privilegios de los lugares en donde por uso o 
costumbre no deberían entrar los merinos y 
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demás ministros de justicia, y otorgar que 
«no se hiciesen pesquisas sobre clérigos ni 
sobre religiosos por legos»: «Mando que se 
guarde por honra de la Iglesia (respondió a 
la petición); pero sepan los prelados que los 
míos oficiales se me querellan que algunos 
clérigos facen muchas malfetrías, é dígoles 
que manden facer escarmiento en aquellos 
que lo ficieren, e si non que me tornaré a 
ellos por ello» 35. 
El privilegio del fuero eclesiástico, tal co-
mo fue aplicado a lo largo de los siglos, no 
fue nunca inmunidad de la jurisdicción secu-
lar para obtener que los delitos cometidos 
por clérigos quedaran impunes, pues los tri-
bunales eclesiásticos se encargaban de hacer 
cumplida justicia. Es curioso el argumento 
alegado por algunos regalistas en defensa de 
que se mantuvieran, en el siglo XIX, los re-
cursos de fuerza en España. DeCÍan que los 
jueces eclesiásticos, en virtud del privilegium 
fori fallaban causas civiles y criminales, in-
cluso aplicando la legislación del Estado, 
cuando se trataba de causas de clérigos, lo 
cual era un obstáculo para la aplicación uni-
forme de la ley del Estado y el mantenimien-
to de la unidad de la jurisprudencia 36. 
Que la inmunidad propia del privilegium 
fori estaba reñida con la impunidad de los 
delitos cometidos por eclesiásticos, es algo 
que aparece dicho implícitamente en la justi-
ficación dada por la Iglesia y el Estado al 
convenir la desaparición de aquel régimen. 
Así, la Convención suscrita en 20 de julio de 
1892 entre la Santa Sede y Colombia declara 
35. Cfr. COLMEIRO, Cortes de los antiguos reinos 
de Castilla, 1, Madrid, 1883, pág. 253. 
36. Cfr. MALDONADO, Los recursos de fuerza en 
España. Un intento para suprimirlos en el siglo XIX, 
en «Anuario de Historia del Derecho español», XXIV, 
1954, págs. 337 y 338. 
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en su artículo 2.°: «Teniendo en cuenta las 
circunstancias de los tiempos, la necesidad 
de la pronta administración de justicia y la 
falta de medios correspondientes en los Tri-
bunales episcopales, la Santa Sede no pone 
dificultad en que las causas criminales de los 
eclesiásticos por delitos extraños a la Reli-
gión, y que estén penados en los Códigos de 
la República sean deferidos también a los tri-
bunales laicos» 37. 
Por lo demás, tampoco puede extrañar 
que los Estados tomaran sus providencias 
para asegurar el efectivo castigo de los cléri-
gos en los casos de mayor monta, aun antes 
de abrogarse el privilegio. Por lo que a Espa-
ña se refiere, Carlos JII dispuso, en 1774, que 
en los casos de delitos graves cometidos por 
clérigos interviniesen juntos el juez secular y 
el eclesiástico, y que al llegar el momento de 
la sentencia se remitiera la causa reservada-
mente al rey, para lo que hubiera lugar; y un 
Real Decreto de 17 de octubre de 1835 esta-
bleció que se sustanciasen sólo por los jue-
ces seglares las causas por delitos atroces o 
graves, es decir, los castigados por las leyes 
del Estado con pena capital, extrañamiento, 
bombas o arsenales 38. 
Cuando en 1953 se introduce de nuevo en 
España el privilegio del fuero eclesiástico se 
dan, paradójicamente, todas las circunstan-
cias propicias para que -al cabo de pocos 
años, como ha demostrado la experiencia-
el privilegio se desnaturalice, para dar oca-
sión a una impunídad en modo alguno que-
rida por los signatarios del Concordato. 
37. MERCATI, O. c., 1, pág. 1.062. 
38. Cfr. MALDONADO, Los recursos de fuerza .. . , 
págs. 341 y 342. Datos análogos en otros países pue-
den verse en GUTIÉRREZ, También los clérigos bajo 
la jurisdicción del Estado, Roma, 1968, págs. 103 y s . 
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En efecto: en 1953 se ha olvidado la pra-
xis del privilegio, pues hace ya mucho tiempo 
que desapareció en eI mundo entero 39, y hace 
casi un siglo también que fue suprimido en 
España 40; en 1953 ni siquiera se estima opor-
tuno restablecerlo con aquellas limitaciones 
del siglo XIX -la salvedad de los delitos atro-
ces-, porque se piensa que no habrá dificul-
tades con los clérigos y que, en el caso de 
presentarse, serán resueltos con el ejercicio 
por parte de los Obispos de la facultad que 
se les reconoce · para actuar con una discre-
cionalidad sin cortapisas. Pero todo esto, ex-
plicable en un clima de exaltada confianza 
en las relaciones entre la Iglesia y el 'Estado, 
resulta al cabo de pocos lustros poco viable, 
por poco realista. Lo cierto es que la omní-
moda discrecionalidad de los Obispos para 
conceder o denegar la venia indispensable pa-
ra proceder en causa criminal contra un clé-
rigo o un religioso se ha convertido -por vir-
tud de la presión de un ambiente generaliza-
do- en sistemática negativa cuando se trata 
de conflictos provocados por la intervención 
de aquéllos en cuestiones temporales de ín-
dole política. 
7. La libertad de predicación y la soberanía 
del·Estado. 
El criterio hoy dominante en las legisla-
ciones civiles de no recibir los privilegia cle-
ricorum se considera connatural a la clara 
distinción de las esferas religiosa y civil, que 
no debe establecerse con referencia a las per-
sonas, sino en relación con las competen-
39. Cfr. GORDILLO, Los conflictos de poder judi-
cial entre la Iglesia y el Estado, Salamanca, 1961, 
pág. 37. 
40. Lo fue unilateralmente por el Estado, en 
1868, por el Decreto de 6 de diciembre llamado de 
Unificación de Fueros. 
41. LAJOLO, Liberta di religione e posizione del-
365 
cias 41. Hoy se sustituye la antigua inmunidad 
eclesiástica que constituía el contenido del 
privilegium fori por la fijación de unos lími-
tes a la jurisdicción del Estado como conse-
cuencia de reconocer la libertad de la Iglesia 
en su propio orden, es decir, en atención a la 
especial naturaleza de las relaciones que -en 
un determinado ordenamiento secular- vie-
nen reconocidas como sometidas a la sobera-
nía de la Iglesia 42. 
La actual problemática se plantea a par-
tir de un criterio fundamental, expresado con 
fórmula breve y clara por.el Concilio Vatica-
no 11: «Communitas politica et Ecclesia in 
proprio campo ab invicem sunt independen-
tes et autonomac» 43. Esta recíproca autono-
mía e independencia del Estado y de la Igle-
sia -cada cual en su propio campo- exige, 
en su consideración jurídica, afrontar dos 
cuestiones principales: a) establecer las fron-
teras o límites del campo respectivo, es de-
cir, de las legítimas competencias de uno y 
otra; b) aceptar un sistema para resolver los 
conflictos que, en la práctica, puedan pre-
sentarse. 
Por lo que se refiere a la segunda cues-
tión, una cosa parece clara: que si se quiere 
respetar el principio fundamental de la recí-
proca independencia -sin menoscabo de la 
soberanía estatal ni de la libertas Ecclesiae-
han de superarse, por anacrónicos e inservi-
bles, tanto la doctrina de la potestas indiréc-
ta Ecclesiae in temporalibus (si incluye el po-
der de regular autoritativamente toda hipó-
tesis de conflicto con el Estado) como la pos-
la Chiesa neZ diritto dello Stato, en el volumen «Ius 
sacrum (Klaus Morsdorf zum 60 Geburtstag)>>, Mun-
chen-Paderborn-Wien, 1969, pág. 779, nota 47. 
42. Vid. GIACCHI, Liberta della Chiesa e auto-
rita dello 8tato, Milano, 1963, págs. 24-26. 
43. «Gaudium et spes», n. 76, c. 
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tura regalista que atribuye al poder civil un 
«imperium indirectum in rebus ecclesiasti-
cis»; e igualmente el criterio liberal que in-
voca en estos casos la tutela irrenunciable del 
orden público civil. En cada uno de estos sis-
temas el problema queda sin resolver, pues 
en ellos se atribuye a una de las partes en 
conflicto la condición de juez: en el primer 
sistema la libertas Ecclesiae perjudica la so-
beranía estatal, y en los otros dos ocurre lo 
contrario. Ninguno de los tres resuelve el 
problema con justicia, porque los tres atri-
buyen sin fundamento a una de las partes la 
«competencia de las competencias», es decir, 
el resolver cuándo un cierto ámbito perte-
nece a una u otra. 
La dificultad se presenta en la práctica 
porque no es posible establecer una precisa 
línea de demarcación entre el complejo de 
materias y relaciones de naturaleza espiri-
tual y religiosa, y el complejo de materias y 
relaciones de carácter temporal y político 44. 
Si todo lo dicho lo aplicamos a nuestro 
tema, la cuestión queda planteada en estos 
términos: ¿ corresponde sólo a los órganos 
de la Iglesia establecer si un determinado 
acto constituye ejercicio abusivo del mini s-
44. SPINELLI, In margine al processo di Prato: 
osservazioni sulla liberta di esercizio del potere spi-
rituale della Ohiesa nel diritto italiano, en «Il diritto 
ecclesiastico», L. XIX, 1958, parte 1, pág. 323. 
45. «Verbum Dei -non est alligatum (2 Tim 2, 9), 
pero ha sido confiado a hombres (Ac.t. 20, 24; 2 Cor 
5, 19; 1 Thes 2, 13), con el consiguiente riesgo de la 
libertad. De ahi que un pastor de almas esté some-
tido a la tentación de manipular la palabra de Dios 
... Considerado nuestro tema en su radicalidad evan-
gélica, la tentación de manipular la palabra de Dios, 
de ad'!,lterar el oficio de la predicación arranca, pa-
radójicamente, de la naturaleza misma de aquella 
palabra ... En lo profundo del alma cristiana acecha 
de continuo la tentación de «desvirtuar la Cruz de 
Cristo», la tentación de interpretar al Cristianismo 
como ideología de la tierra (sabiduría) o como pra-
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terio de la predicación?; ¿puede el juez secu-
lar someter a examen el modo de ejercerse 
este ministerio, para ver si el ministro de la 
Iglesia se ha excedido y debe ser castigado de 
acuerdo con las leyes del Estado? 
La respuesta a estos interrogantes exige, 
ante todo, admitir la hipótesis de que en el 
ejercicio del ministerium verbi pueden darse 
desviaciones y abusos 45, que unas veces afec-
tarán al bien común de la comunidad ecle-
siástica y otras al bien común de la comuni-
dad política. En el primer caso, no ofrece 
duda que corresponde a la autoridad ecle-
siástica reprimir la desviación y el abuso 46, 
sin que en la actualidad exista en el Derecho 
español dificultad en contrario, pues según el 
Concordáto vigente -arto XVI, § 3- «El Es-
tado reconoce y respeta la competencia pri-
vativa de los Tribunales de la Iglesia en aque-
llos delitos que exclusivamente violan una 
Ley eclesiástica, conforme al canon 2198 del 
Código de Derecho Canónico». 
¿ Quién será competente para definir si 
los ministros de la Iglesia, cuando ejercen el 
ministerio de la predicación, lesionan el bien 
común de la comunidad política? El proble-
ma está resuelto, en términos inequívocos, 
xis de la eficacia social (prodigios)>> (PEDRO RODRÍ-
GUEZ, Sobre la función profética de los obispos, en 
«Scripta Theologica», IJI, 1971, págs. 511 y 512). 
46. Benedicto XV habla de «quienes usurpan el 
nombre de predicadores» y dice de ellos que algunos 
«tratan temas en los que, si exceptuamos el lugar, 
nada hay de sagrado. Tampoco es raro que, en me-
dio de una exposición de temas y de principios so-
brenaturales, se descienda a hablar de política, es-
pecialmente si algún acontecimiento apasiona a los 
oyentes». El Papa aconseja a los Obispos que vigilen 
con la máxima seriedad para apartar inmediatamen-
te de la predicación a quienes no se avergiienzan de 
profanar un ministerio tan santo (<<Humani generis 
Redemptionem, 15.VI.1917, AAS, 1917, págs. 310-
312). 
LIBERTAD RELIGIOSA Y DE PREDICACIÓN 
en el canon 2198 que acabo de citar: «la au-
toridad civil castiga por derecho propio, sal-
vo lo que se determina en el canon 120, el de-
lito que solamente quebranta una ley de la 
sociedad civil». Es decir que, en la hipótesis 
de que desaparezca entre nosotros el privile-
gium fori al que se refiere el canon 120, el 
Estado español podrá castigar legítimamente 
-<dure proprio», dice el 2198- a quienes so 
pretexto de predicaCión cometan acciones 
estimadas delictivas por las leyes seculares. 
8. Sugerencias ante la revisión del Concor-
dato. -
Tras lo expuesto, procede ya dar respues-
ta a las preguntas formuladas como punto de 
partida de estas consideraciones. 
A mi juicio, la revisión del actual régimen 
concordatario no debe conducir a amparar 
simplemente la libertad de predicación de la 
Iglesia Católica con el régimen general de la 
libertad religiosa. Sin perjuicio de las exi-
gencias de este régimen -es decir, una tutela 
efectiva de la libertad religiosa de todos los 
ciudadanos y comunidades-, el bien común 
demanda que a la Iglesia Católica se le otor-
gue en España por parte del Estado un espe-
cial reconocimiento jurídico. 
El nuevo régimen deberá restablecer el 
equilibrio entre la Iglesia y el Estado, me-
diante la total abolición del privilegio del 
fuero eclesiástico, pero deberá ser un régi-
men concordado, que reconozca la autono-
mía de ambos, cada uno en su propio campo. 
La cuestión estriba en determinar las 
fórmulas concordatarias adecuadas al nuevo 
planteamiento. Por lo que a este punto se re-
fiere, entiendo que un criterio realista acon-
47. JEMOLO, Capisaldi intorno ai rapporti tra 
Btato e Chiesa circa la potestd di magistero, en «Ri-
vista di diritto matrimoniale e deBo stato deBe per-
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seja tomar en consideración la advertencia 
de JEMOLO: «una experiencia histórica varias 
veces secular enseña que no podrá nunca 
existir un acuerdo entre el Estado y la Iglesia 
para fijar qué cosa sea materia religiosa y 
qué cosa sea materia política. A pesar de 
cualquier Concordato, subsistirán siempre 
aquellos contrastes -los contrastes que se 
dibujan donde hay vida, donde hay hombres 
con sus convicciones y sus aspiraciones-
que en otras épocas se han dado, entre el Es-
tado, que considerará actividades políticas 
ciertas actividades que para la Iglesia son, 
por el contrario, religiosas, y la Iglesia, que 
considerará pertenecientes al campo de la re-
ligión ciertas actividades benéficas o cultu-
rales que para el Estado entran en su ám-
bito» 47. 
Sin embargo, no hay razón tampoco para 
desechar como inútil un régimen concorda-
tario. Cierto que no sería práctico establecer 
normas sobre el ejercicio del ministerio de la 
predicación, que -así lo pienso- acabarían 
por someter a la Iglesia a un régimen de «li-
bertad vigilada», semejante .al sistema con-
cordatario del absolutismo regalista, frente 
al cual se alzó, con tanta,oportunidad, la doc-
trina canonista de la potestas indirecta in 
tempQralibus. 
Para mí el Derecho concordatario adecua-
do a las actuales circunstancias debe elabo-
rarse con cláusulas que, de una parte, reco-
nozcan explícitamente la libertad de la Igle-
sia en su propio campo 48; y, de otra, obliguen 
a las partes a utilizar la vía amistosa de la 
negociación siempre que se planteen conflic-
tos de importancia. 
A mi juicio, será suficiente establecer una 
sona», I, 1958, pág. 357. 
48. Cláusulas insertas en los acuerdos recientes: 
«El Estado Argentino reconoce y garantiza a la 
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fórmula como la que ofrece, por ejemplo, el 
Concordato de la República Dominicana de 
1954, en su arto XXVII: «Si en lo porvenir 
surgiere alguna duda o dificultad sobre la in-
terpretación del presente Concordato, o fuere 
necesario arreglar cuestiones relativas a per-
sonas o cosas eclesiásticas, que no hayan sido 
tratadas en los artículos precedentes y que 
toquen también el interés del Estado, la San-
ta Sede y el Gobierno Dominicano procede-
rán de común inteligencia a solucionar ami-
gablemente la diferencia» 49. No parece con-
veniente acudir al sistema de arbitraje pre-
visto en algún Concordato so, sino más bien 
dejar expedita la vía diplomática y, en defi-
nitiva, libres a la Iglesia y al Estado para ac-
tuar cada uno en su propio fuero. 
Estimo que -en circunstancias norma-
Iglesia Católica Apostólica Romana el libre y pleno 
ejercicio de su poder espiritual, el libre y público 
ejercicio de su culto, así como de su jurisdicción en 
el ámbito de su competencia, para la realización de 
sus fines específicos» (Acuerdo de 10.X.1966, arto 1, 
Cfr. A.A.S., 1967, pág. 127). 
«El Estado Venezolano reconoce el libre ejercicio 
del derecho de la Iglesia Católica de promulgar Bu-
las, Breves, Estatutos, Decretos, Cartas, Encíclicas 
y Pastorales en el ámbito de su competencia y para 
la prosecución de los fines que le son propios» (Mo-
dus vivendi de 6.111.1964, arto 11, A.A.S., 1964, pág. 
926). 
49. Cfr. MERCATI, O. c., 11, 1954, pág. 308. Una 
cláusula similar se encuentra en el Concordato aus-
tríaco de 1933, arto XXII: «che tocano anche la 
sfera dello Stato» (MERCATI, 11, pág. 176); y en el 
de Yugoslavia de 1935, arto XXXVII: «qui touchent 
aussi l'Etat» (MERCATI, 11, pág. 215). 
La cláusula 35, § 1 del Concordato español de 
1953 es menos precisa, pues sólo alude expresamente 
a las cuestiones tratadas en el texto del propio Con-
cordato. 
50. El arto 20 del Concordato con Polonia de 
1925 disponía: «Au cas les autorités de la Républi-
que auraient a soulever contre un écclesiastique des 
objections au sujet de son activité comme contrarie 
a la sécurité de l'Etat, le Ministre compétent pré-
sentera les dites objections a l'Ordinarie qui, d'ac-
AMADEO DE FUENMAYOR 
les, es decir, en clima de habitual cordiali-
dad entre la Santa Sede y el Estado Espa-
ñol- serán de hecho excepcionales los casos 
que obliguen a intervenir a los tribunales 
seculares para procesar a ministros de la 
Iglesia por delitos cometidos en el ejercicio 
del ministerio de la predicación, pues el solo 
hecho de estar expedita esta vía (tras la abo-
lición del privilegium fori) moderará el áni-
mo de los inquietos, que hoy no sienten es-
pecial necesidad de mantenerse dentro de 
los límites trazados por las leyes del Estado. 
Por lo demás, siempre podrá la Iglesia 
actuar libremente, valiéndose de sus penas 
canónicas si el caso lo requiere, o, al menos, 
formulando con severidad un «juicio moral» 
que denuncie públicamente el proceder in-
justo de las autoridades dviles. 
cord avec ce Ministre, prendra dans les trois mois 
les mesures appropriés. Aus cas d'une divergence 
entre l'Ordinaire et le Ministre, le Saint Siege con-
fiera la solution de la question a deux ecclesiastiques 
de Son choix, les quels, en accord avec deux délé-
gués du Président de la République, prendront un 
décision définitive» (Cfr. MERCATI, O. c., 11, págs. 35-
36). 
En términos semejantes, el Concordato italiano 
de 1929, en su arto 21. Sin embargo, el caso aquí pre-
visto se refiere sólo a presentarse «graves razones 
que hagan perjudicial la permanencia de un eclé-
siástico en un determinado beneficio parroquial» 
(Cfr. MERCATI, O. c., 11, pág. 97). 
Sobre estas cláusulas, cfr. MEYSTOWICZ, De con-
ditione juridica Ecclesiae in Polonia, en «Ius PonU-
ficium», XI, 1931, pág. 7; WEBER, Die Politische 
Klausel in den Konkordaten, Hamburg, 1939, págs. 
58, 59, Y 82 Y 83; LINK, Die Besetzung der Kirch-
lichen Amter in den Konkordaten Papst Pius' XI, 
Bonn, 1942, págs. 412 y 413; GOVERNATORI, L'inter-
vento dello 8tato nella nomina dei vescovi e dei pa-
rroci, en la obra colectiva «Studio per la revisione 
del Concordato», Padova, 1970, págs. 457 y S. Algún 
autor hace notar el carácter excepcional de estas 
cláusulas, apenas conocidas en el Derecho concor-
datario: ALBRECHT, Koordination von 8taat und 
Kirche in der Demokratie, Freiburg - Basel - Wien, 
1965, pág. 305. 
